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OPINIÓN N.º 005-2008/DOP
Entidad:

Ministerio de Energía y Minas -
Dirección General de Electrificación Rural. 
Asunto:

Descalificación de propuesta económica
Referencia:

Documento s/n de fecha 15.01.2008
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, la Dirección General de Electrificación Rural del Ministerio de Energía y Minas, en adelante la Entidad, consulta sobre la aplicación del artículo 130º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, en adelante el Reglamento, en el caso de procesos de selección convocados bajo el sistema de precios unitarios, tarifas o porcentajes.
2. CONSULTA Y ANÁLISIS

La Entidad consulta si la aplicación del artículo 130º del Reglamento “…es imperativa o admite excepción alguna, en caso se verifique que con su aplicación se vulnera el Principio de Economía que debe regir en los procesos de adquisiciones y contrataciones del Estado”.
Sobre el particular, debe indicarse lo siguiente:

2.1. De conformidad con lo dispuesto por el literal h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en adelante la Ley, la Segunda Disposición Final de su Reglamento, y el procedimiento 26 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el tema materia de consulta será analizado en términos generales; por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
2.2. En relación con la aplicación de la normativa, debe indicarse que la actuación de la Administración Pública se encuentra regida por el principio de legalidad
. Por lo tanto, todo acto de la Administración debe fundarse en la normativa vigente; es decir, existe una vinculación positiva de la Administración a la ley, de modo que toda actuación administrativa deba referirse a un precepto jurídico.

En el caso de la contratación pública, la Ley y el Reglamento consagran las normas básicas y los procedimientos que deben observar las Entidades del sector público para adquirir o contratar bienes, servicios u obras. Ello por cuanto el artículo 76º de la Constitución Política del Perú reconoce a la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado como de orden público, y, por ende, de cumplimiento obligatorio.
En esa medida, los actos y decisiones que adopten las Entidades o, específicamente, los Comités Especiales durante la tramitación de un proceso de selección, deben sujetarse de manera estricta a lo dispuesto por la Ley, el Reglamento y toda norma sobre contrataciones y adquisiciones del Estado que resulte aplicable, sin que pueda adicionarse supuestos no contemplados expresamente por la normativa o que no deriven de dichas disposiciones. 

2.3. Ahora bien, respecto de la descalificación de las propuestas económicas, el artículo 130º del Reglamento establece que “… En el caso de los procesos convocados bajo el sistema de precios unitarios o tarifas, el Comité Especial deberá verificar las operaciones aritméticas de la propuesta que obtuvo el mayor puntaje y, de existir alguna incorrección, deberá descalificarla, procediendo a realizar la misma verificación de la propuesta que sigue en el orden de prelación” (El resaltado es agregado).

Sobre el particular, se observa que, tratándose de procesos convocados bajo el sistema de precios unitarios, la normativa vigente de contrataciones y adquisiciones del Estado penaliza con la descalificación de la propuesta, cualquier error aritmético en la oferta económica. 
De lo indicado en los párrafos precedentes se advierte que la aplicación del artículo 130º del Reglamento no admite discrecionalidad; por lo que si el postor incurre en el supuesto de descalificación previsto por la norma, no se puede realizar una interpretación que conlleve a una consecuencia distinta a la regulada.
En este sentido se ha pronunciado el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado a través de las Resoluciones N.º 284-2006.TC-SU, N.º 286-2006.TC-SU, entre otras.  En concordancia con lo expuesto, debe precisarse que los principios que rigen las contrataciones públicas constituyen parámetros para interpretar la normativa, ante vacíos o ambigüedades.
3.
CONCLUSIÓN

De conformidad con lo establecido en el artículo 130º del Reglamento, en los procesos convocados bajo el sistema de precios unitarios, tarifas o porcentajes los errores aritméticos en la oferta económica determinarán la descalificación de la propuesta. 
          Jesús María, 06 de febrero de 2008

MVL/.

� Aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM. 


� Aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF y modificado mediante Resolución Ministerial Nº 727-2007-EF/10. 





� Numeral 1.1 del Artículo IV del Título Preliminar de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General: 


“Principio de legalidad.- Las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas”.








